PROYECTO DE DECLARACION
La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires
DECLARA
Su beneplácito por la iniciativa de la Diputada Nacional Victoria Donda, en la presentación del proyecto de Ley expediente 0902-D-2008 iniciado el 23 de marzo del corriente, por el cual se establece la inhabilitación para acceder a cargos público a personas implicadas en delitos de Lesa Humanidad.
FUNDAMENTOS.

La Diputada Nacional Victoria Donda es autora del Proyecto de Ley Expediente 0902-D-2008, en tratamiento parlamentario, que contempla la INHABILITACIÓN PARA ACCEDER A CARGOS PÚBLICOS A IMPLICADOS EN DELITOS DE LESA HUMANIDAD. 
Es necesario destacar el importante acompañamiento de varios Diputados al  proyecto presentado, como así también, la existencia de otros proyectos elaborados por legisladores nacionales en estos últimos años, que se plantean como objetivo implementar mecanismos que impidan que los autores y partícipes del genocidio en nuestro país accedan a cargos públicos. 
El proyecto de la Diputada Nacional Victoria Donda incorpora modificaciones al Código Electoral Nacional Ley 19.945, a la Ley Orgánica de los Partidos Políticos Nº 23.298 y a la Ley de Ética en el Ejercicio de la Función Pública Nº 25.188 , inhabilitando para el ejercicio de la función pública a:
 “a) las personas que hayan sido condenadas  como autores, partícipes en cualquier grado, instigadores o encubridores de los delitos de desaparición forzada de personas, homicidio, privación ilegítima de la libertad, supresión, sustitución, o falsificación de identidad, torturas y cualquier otro delito que por su entidad constituya graves violaciones a los derechos humanos y/o delitos de lesa humanidad, como así también las personas que hayan sido condenadas por los delitos de robo, defraudación, estafa, malversación  de fondos públicos o privados y falsificación de instrumentos públicos o privados, y cualquier otro delito cometidos en ocasión , o para facilitar , promover o encubrir graves violaciones a los derechos humanos y/o delitos de lesa humanidad. 
      En el caso de mediar condena del acusado, el impedimento tendrá carácter perpetuo.

  b) las personas contra las que existan pruebas suficientes de participación en graves violaciones de los derechos humanos que puedan implicar delitos de lesa humanidad.
  c) las personas que hayan usurpado cargos electivos en el período de interrupción del orden institucional comprendido entre el 24 de marzo de 1976 y el 10 de diciembre de de 1983.

  d) las personas que hayan ejercido los cargos de Ministro, Secretario, Subsecretario o director Nacional en cualquier dependencia del Estado, o equivalentes en jerarquía y rango, durante el periodo comprendido entre el 24 de marzo de 1976 y el 10 de diciembre de 1983.

       No quedaran comprendidos en el presente supuesto de inhabilitación, aquellas personas que hubieren accedido al cargo de Director Nacional en virtud de carrera administrativa previa”.
La impunidad impuesta en nuestro país, durante más de 20 años, contrariando legislación nacional e internacional y materializada a través de las Leyes de Obediencia Debida, Punto Final y los indultos, posibilitó que genocidas como Bussi y Patti, accedieran a cargos públicos. 
La inhabilidad para ocupar cargos públicos por delitos contra el sistema democrático está establecida en el art. 36 de la Constitución Nacional.  Asimismo, desde la reforma de 1994, como es sabido, adquieren rango constitucional numerosos tratados de derechos humanos, a través de los cuales, el estado se ha comprometido a garantizar la vigencia de los derechos humanos, a prevenir e investigar eficazmente y a sancionar las violaciones a los derechos humanos, adoptando las medias legislativas, administrativas, judiciales o de cualquier índole que sean necesarias. 

 El Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en su informe sobre la Argentina en el año 2000,  había destacado que “ Pese a las medidas positivas tomadas recientemente para reparar injusticias pasadas, incluida la abolición en 1998 de la Ley de Obediencia Debida y la Ley de Punto Final, preocupa al Comité que muchas personas que actuaban con arreglo a esas leyes sigan ocupando empleos militares o en la administración pública y que algunos de ellos hayan incluso obtenido ascensos en los años siguientes. El Comité reitera, pues su inquietud ante la sensación de impunidad de los responsables de graves violaciones de los derechos humanos bajo el gobierno militar. Las violaciones graves de los derechos civiles y políticos durante el gobierno militar deben ser perseguibles durante todo el tiempo necesario y con toda la retroactividad necesaria para lograr el enjuiciamiento de sus autores. El Comité recomienda que se siga desplegando un esfuerzo rigurosos a este respecto y que se tomen medidas para cerciorarse de que las personas que participaron en violaciones graves de los derechos humanos no sigan ocupando un empleo en las Fuerzas Armadas o en la administración pública”. 
Acompañando lo expresado en los fundamentos del  Proyecto de Ley presentado en la Cámara de Diputados de la Nación señalamos que: “En ese sentido, y para hacer plenamente operativos todos los instrumentos internacionales ratificados por nuestro país, y que hoy integran el plexo jurídico constitucional, así como los principios generales del derecho, que son fuente de derecho internacional de los derechos humanos, es nuestro deber como legisladores, adecuar la legislación interna y considerar inhabilitados para ejercer cargos públicos  a todas las personas que habiendo sido condenadas, o sometidas a proceso por graves violaciones a los derechos humanos, o sobre las cuales existen pruebas suficientes de participación en gravísimas violaciones a los derechos humanos de entidad tal que constituyan delitos de lesa humanidad, como así también a aquellos que hayan tenido responsabilidad política por usurpar cargos de alta jerarquía y hayan tolerado, en el menor de los casos, el genocidio en marcha, no posean la exigencia de idoneidad requerida por nuestra Constitución Nacional”

Es la intención de este Proyecto de Declaración acompañar esta iniciativa, no obstante las adecuaciones en la legislación provincial,  que en este sentido nos competen. 

Por lo antedicho, es que solicitamos a las Señoras Diputadas y  Señores Diputados acompañen el presente proyecto.-
